
 

Barranquilla- Atlántico,  30 de septiembre de 2020.-  

 

 

Señor:  

JUEZ DE (REPARTO)  

E. S. D.  
 

 

REF. ACCIÓN DE TUTELA CON MEDIDA PROVISIONAL  

 
DERECHOS TUTELADOS:  

- DERECHO AL TRABAJO  
- DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA/RELATIVA  

- DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL  
- DERECHO AL MINIMO VITAL DEL NUCLEO FAMILIAR  

- PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD  
 

TUTELANTE: ADALBERTO RAMÓN GIOVANNETTI, IDENTIFICADO CON 
CÉDULA DE CIUDADANIA NO. 3.753.410 EXPEDIDA EN SABANAGRANDE 

(ATLÁNTICO) 
 

ACCIÓN DIRIGIDA CONTRA: - MUNICIPIO DE SABANAGRANDE - 

ATLÁNTICO  

 

Yo, ADALBERTO RAMÓN GIOVANNETTI DURAN, mayor y vecino de 

Sabanagrande – Atlántico, identificado con la cédula de ciudadanía 

número 3.753.410 expedida en Sabanagrande (Atlántico), haciendo uso 

del derecho que me confiere el artículo 86 de la Constitución Nacional y 

los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, y demás normas concordantes, 

actuando en mi propio nombre y representación, me permito promover 

ante su despacho ACCIÓN DE TUTELA, contra MUNICIPIO DE 

SABANAGRANDE – ATLÁNTICO, a través de su representante legal y/o 

quien haga sus veces, por lo hechos, acciones y omisiones que tendré 

oportunidad de expresar en mi petición, toda vez que consideró que me 

han sido violados derechos fundamentales, DERECHO AL TRABAJO, A LA 

ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA/RELATIVA, A LA SEGURIDAD 

SOCIAL, AL MÍNIMO VITAL DE MI NUCLEO FAMILIAR, Y AL PRINCIPIO DE 

SOLIDARIDAD Durante el Estado De Emergencia Económica Decretada 

por el Gobierno Nacional Mediante Decreto 417 del 17 de marzo del 2020 



por periodos hasta de treinta (30) días que sumados no podrán exceder 

de noventa (90) días al año calendario artículos 25, 53 y 215 de la 

Constitución Política de 1991 en su estado social de derecho. Petición que 

fundamento en los siguientes:  

 

HECHOS: 

PRIMERO: Mediante Decreto No.015 del 08 de febrero de 2000, realizó 

mi nombramiento en el Cargo de Técnico, Grado 01, Código 370 de la 

dependencia ASISTENCIA TÉCNICA AGROPECUARIA UMATA en la Planta 

Global de Personal del Municipio de Sabanagrande – Atlántico, 

posesionado cumpliendo con todos los requisitos de Ley para ocupar este 

cargo.  

 

SEGUNDO: Mediante el Acuerdo No. CNSC – 2019000000276 del 24-01-

2019 “por el cual se establece las reglas del Concurso Abierto de Méritos 

para proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al 

Sistema General de Carrera Administrativa de la Planta de Personal de la 

Alcaldía de Sabanagrande – Atlántico, Proceso de Selección 753 del 2018, 

Convocatoria Territorial Norte, se sometió por parte de la Comisión 

Nacional del Servicio Civil a concurso algunos cargos en provisionalidad, 

entre estos el cargo que me encontraba desempeñando.  

 

TERCERO: Me inscribí y participé en dicha convocatoria, siendo no 

admitido por la CNSC y con las siguientes observaciones expuestas: 

“El aspirante cumple con el Requisito Mínimo de Experiencia, sin 

embargo, NO cumple el Requisito Mínimo de Educación, por lo tanto, 

NO continua dentro del proceso de selección.” 

Como bien lo expresó la CNSC por no tener los estudios mínimos de 

educación no continué en el proceso, siendo también vulnerado por 

cuánto tenía 20 años de estar desempeñando de manera correcta las 

funciones de este cargo, sin tener un solo proceso disciplinario, fiscal o 

penal en el ejercicio de ellas, La Administración Municipal tenia pleno 

conocimiento de mi proceso de jubilación, ya que me encontraba como 

prepensionado y sometieron a concurso este cargo.  

 



 

CUARTO: Que mediante el Decreto No.227 del 2 de septiembre de 2020, 
expedido por el Despacho del Señor Alcalde del Municipio de 
Sabanagrande, por la cual se declara insubsistente un nombramiento 

provisional para la Alcaldía del Municipio de Sabanagrande - Atlántico, en 
el cargo denominado Técnico Operativo, Código 314, Grado 5, OPEC No. 

69121, adscrito al Personal del Municipio de Sabanagrande. Oficio fue 

recibido el día 28 de septiembre de 2020. Mediante este decreto me 

declararon insubsistente. 

 
QUINTO: En la actualidad cuento con 66 años de edad y llevaba 20 años 

de servicios a la Administración Municipal de Sabanagrande en el 

cumplimiento de mis funciones y deberes. Con lo anterior a la orden del 

amparo de los artículos 25, 53 y 215 de la constitución Política de 

Colombia no me puede afectar los derechos de que fui nombrado en el 

cargo en provisionalidad, ya que los concursantes no pueden sufrir las 

consecuencias de las omisiones de la entidad nominadora. 

 



 

SEXTO: El Presidente de la Republica expidió el Decreto No. 417 del 17 

de marzo del 2020, por medio del cual declaro el estado de Emergencia, 

Económico, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional, Decreto 457 
del 22 de marzo de 2020, por el cual se imparten instrucciones en virtud 

de la emergencia sanitaria generadas por la pandemia del Coronavirus 
COVID 19 y el mantenimiento del orden público y demás Decretos que 

hacen parte de los lineamientos y medidas para la atención de emergencia 

del COVID 19.  Además el conjunto de circulares del Ministerio de Salud 

y Trabajo que señalan que no habrá autorizaciones de suspensión de 
contratos y de despidos colectivos, por lo que sugiere que se adopten 

medidas como teletrabajo, trabajo en casa, jornadas flexibles, permisos 

remunerados, vacaciones acumuladas, anticipadas o colectivas y salarios 

sin prestación de servicios. 

 

SEPTIMO: Conforme a lo anterior, y estando en plena pandemia del 
COVID 19, se dio por terminado mi nombramiento en provisionalidad 

vulnerando los derechos fundamentales al trabajo, a la estabilidad laboral 
reforzada/relativa, a la seguridad social, al mínimo vital y al principio de 

solidaridad, condiciones que se han visto desmejoradas en especial (POR 
SER CABEZA DE FAMILIA, PERSONAS MAYORES DE EDAD COMO MI 
ESPOSA Y YO), el cual sustento con mi trabajo, lo anterior en virtud a que 

mi esposa se encuentra desempleada, depende de mí económicamente; 
lo que hace que éste despido en época de emergencia sanitaria y 

económica como lo está viviendo nuestro País y el mundo entero 

quedemos en condiciones de desprotección y vulnerabilidad, por no 
conseguir un empleo digno y por ser un adulto mayor en plena 
emergencia; como consecuencia del despido y teniendo en cuenta la 

situación sanitaria de emergencia que atraviesa el País actualmente, es 
claro a la luz que no poder conseguir un trabajo digno por mi avanzada 
edad, y tal como lo advertí renglones arriba el único sustento para mi 

núcleo familiar es el salario que devengaba con el Municipio de 

Sabanagrande y he quedado completamente desprotegido en 
prestaciones sociales y seguridad social.  

 

OCTAVO: Si bien es cierto, el hecho de haber participado en el Concurso 

de Méritos, Proceso de Selección No. 753 de 2018, y no seguir por no 

cumplir unos requisitos que exigen la CNSC, la administración municipal 
sabia de mi condición de prepensionado, no puede esta dar por terminado 

mi nombramiento en provisionalidad que viene desde el año 2000, con 20 

años de servicio y de estar laborando y cotizando para mi pensión, 
también es cierto que NO debió realizar el despido estando en el estado 

de emergencia decretado por la Presidencia Nacional , mediante los 

Decretos No.417 y 457  de marzo de 2020, como consecuencia del brote 



por enfermedad denominada CORONAVIRUS – COVID 19 el cual a la fecha 

ha dejado una cantidad considerable de contagiados y de personas 

fallecidas por esta causa, y tal como lo ha manifestado el mismo 

Presidente de la Republica, podrá ser prorrogado por un tiempo 
considerable, el cual fue ampliado hasta el 31 de octubre de 2020, tiempo 

en el cual, mi núcleo familiar en especial mi esposa y yo quedamos 
totalmente desprotegidos en materia de prestaciones sociales y seguridad 

social. 

 

NOVENO: Según lo anterior expresado por el DANE Para el mes de agosto 
de 2020, la tasa de desempleo del total nacional fue 16,8%, lo que 

significó un aumento de 6,0 puntos porcentuales frente al mismo mes del 

año anterior (10,8%), al ser despedido por la administración Municipal de 

Sabanagrande y sobre todo mi condición de vulnerabilidad siendo un 

adulto mayor y siendo prepensionado donde voy a conseguir un empleo 

digno, que garantice el mínimo vital y seguridad social para mi familia, 
con esta situación económica y financiera por la que está atravesando el 

país.  
 

 
ARGUMENTACIÓN JURÍDICA 

 

La acción de tutela es un mecanismo previsto en la Constitución orientado 
a la protección inmediata de los derechos fundamentales frente al acto u 

omisión de cualquier autoridad pública, de la cual se desprenda 

vulneración o amenaza a los mismos, mecanismo que sólo es procedente 
en la medida en que no se disponga de otro medio eficaz de defensa 
judicial para salvaguardar los derechos invocados, a menos que se utilice 

para conjurar de manera transitoria un perjuicio irremediable, o para 
hacer cesar un daño que se le viene ocasionando al solicitante.  
 

Así mismo, ha indicado la Corte Constitucional, la cual ha admitido la 

procedencia excepcional de la tutela para solicitar el reintegro de 
servidores públicos a los cargos de los que han sido desvinculados cuando 

en el caso concreto se evidencie una vulneración a un derecho 

fundamental y la ocurrencia de perjuicio irremediable.  

  

Ahora bien, el Presidente de la Republica expidió el Decreto No.417 del 
17 de marzo del 2020, por medio del cual declaro el estado de 

Emergencia, Económico, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional, 

por el término de treinta (30) días calendarios los cuales sumados no 
podrán exceder de noventa (90) días en el año calendario.  

 

 



Que el Decreto 457 del 22 de marzo de 2020, por el cual se imparten 

instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generadas por la 

pandemia del Coronavirus COVID 19 y el mantenimiento del orden 

público. 
 

Que mediante la Resolución No. 0000380 del 10 de marzo de 2020, 
el Ministerio de Salud y Protección Social adoptó, entre otras, medidas 

preventivas sanitarias de aislamiento y cuarentena de las personas que, 

a partir de la entrada en vigencia de la precitada resolución, arribaran a 

Colombia desde la República Popular China, Francia, Italia y España.  
 

Que mediante Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, el ministro 

de Salud y Protección Social, de acuerdo con lo establecido en el artículo 

69 de la Ley 1753 de 2015, declaró el estado de emergencia sanitaria por 

causa del nuevo coronavirus COVID-19 en todo el territorio nacional hasta 

el 30 de mayo de 2020 y, en virtud de la misma, adoptó una serie de 
medidas con el objeto de prevenir y controlar la propagación del COVID-

19 y mitigar sus efectos.  
 

Que mediante Decreto 488 de 2020 Por el cual se dictan medidas de 
orden laboral, dentro del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica Según la norma constitucional, una vez declarado el estado de 

emergencia, el presidente de la República, con la firma de todos los 
ministros, podrá dictar decretos con fuerza de ley destinados 

exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos.  

 
Con la terminación de mi nombramiento en provisionalidad en época de 
emergencia económica se ha vulnerado la siguiente normatividad:  

 
Que el artículo 25 de la Constitución Política señala que el trabajo 
"es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, 

de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un 

trabajo en condiciones dignas y justas".  
 

Que el artículo 53 de la Constitución Política señala que El Congreso 

expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta 

por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad 

de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y 
móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el 

empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en 

normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos 
inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de 

duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; 

primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de 



las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el 

adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a 

la maternidad y al trabajador menor de edad.  

El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de 
las pensiones legales.  

 
Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen 

parte de la legislación interna.  

 

La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden 
menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los 

trabajadores 

 

Que el artículo 215 de la Carta Política dispone también que, dentro 

del Estado de Emergencia, el Gobierno no podrá desmejorar los derechos 

sociales de los trabajadores mediante los decretos expedidos con ocasión 
de ella.  

 
Que la Ley 1636 de 2013 creó el Mecanismo de Protección al Cesante 

con el fin de mitigar los efectos del desempleo que enfrentan los 
trabajadores, relacionados principalmente con la disminución de los 
ingresos económicos de los trabajadores y sus familias.  

 
Que ante la contingencia ocasionada por la pandemia del nuevo 

Coronavirus COVID-19 se debe prever un mecanismo que facilite el 

cubrimiento de los gastos del cesante, de acuerdo con las necesidades y 
prioridades de consumo de cada beneficiario, mientras dure la 
emergencia, con el fin de mitigar los efectos adversos de esta situación, 

mecanismo que actualmente no está contemplado en las normas pues 
estas son insuficientes para brindar una adecuada protección durante la 
coyuntura actual al trabajador cesante y a su familia, por lo que se hace 

preciso crearlo para conjurar la coyuntura derivada del nuevo Coronavirus 

COVID19 y su impacto en la vida del cesante y su familia.  
 

Que así mismo la Organización Internacional del Trabajo en el referido 

comunicado estima "[...] un aumento sustancial del desempleo y del 

subempleo como consecuencia del brote del virus. A tenor de varios casos 

hipotéticos sobre los efectos del Covid-19 en el aumento del PIB a escala 
mundial [...], en varias estimaciones preliminares de la OIT se señala un 

aumento del desempleo mundial que oscila entre 5,3 millones (caso "más 

favorable") y 24,7 millones de personas (caso "más desfavorable"), con 
respecto a un valor de referencia de 188 millones de desempleados en 

2019. Con arreglo al caso hipotético de incidencia "media", podría 

registrarse un aumento de 13 millones de desempleados (7,4 millones en 



los países de ingresos elevados). Si bien esas estimaciones poseen un alto 

grado de incertidumbre, en todos los casos se pone de relieve un aumento 

sustancial del desempleo a escala mundial. A título comparativo, la crisis 

financiera mundial que se produjo en 2008-9 hizo aumentar el desempleo 
en 22 millones de personas".  

 
Que en consecuencia la Organización Internacional del Trabajo -OIT en el 

citado comunicado insta a los Estados a adoptar medidas urgentes para 

(i) proteger a los trabajadores y empleadores y sus familias de los riesgos 

para la salud generadas por el coronavirus COVID-19; (ii) proteger a los 
trabajadores en el lugar de trabajo; (iii) estimular la economía y el 

empleo, y (iv) sostener los puestos de trabajo y los ingresos, con el 

propósito de respetar los derechos laborales, mitigar los impactos 

negativos y lograr una recuperación rápida y sostenida .  

 

Que, con el fin de mitigar los efectos sobre el empleo, la calidad de vida 
y la actividad productiva en la situación de emergencia, se hace necesario 

adoptar una serie de medidas que promuevan la continuidad de las 
empresas y negocios, así como la conservación del empleo, la 

permanencia de los contratos de trabajo y el nivel de vida los trabajadores 
y sus familias.  
 

Que el Decreto 491 de 2020 Por el cual se adoptan medidas de urgencia 
para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de 

las autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas 

y se toman medidas para la protección laboral y de los contratistas de 
prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado 
de Emergencia Económica, Social y Ecológica  

 
 

Que el Decreto 1168 de 25de agosto de 2020,  Por el cual se imparten 

instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la 

pandemia del Coronavirus COVIO - 19, y el mantenimiento del orden 

público y se decreta el aislamiento selectivo con distanciamiento 

individual responsable.  

 

“Establecía que, inicialmente, esta nueva fase iría desde el 1 de 
septiembre de 2020 hasta las cero horas (00:00 a.m.) del 1 

de octubre de 2020.”  

 
Que acogiendo las recomendaciones de la Organización Internacional del 

Trabajo -OIT, se deben adoptar medidas para proteger el trabajo en el 

sector público, implementando mecanismos que promuevan e 
intensifiquen el trabajo en casa, así como adoptar medidas para que por 



razones de la emergencia no se terminen o suspendan las relaciones 

laborales o contractuales en el sector público.  

 

La emergencia causada por la Pandemia del COVID-19 es una situación 
nueva e inédita y por eso es posible que las salidas legales formales vayan 

en contra de la Constitución; en tal sentido es necesario recordar que la 
Constitución Política establece que el trabajo goza en todas sus 

modalidades de la especial protección del Estado y además que es deber 

de las autoridades garantizar la efectividad de los derechos y garantías 

que la Constitución señala y proteger a todas las personas en vida, 
derechos y libertades.  

 

 

Atendiendo lo anterior, en el caso en concreto que nos ocupa, el despido 

se realizó encontrándonos en estado de emergencia, el COVID – 19 

genera una fuerza mayor que requiere la existencia de un hecho externo 
imprevisible e irresistible, no resulta ni claro, ni determinante, frente a 

las condiciones exigidas por las Altas Corporaciones, por lo que dicho 
despido resulta además de inconsistente jurídica es desproporcionada e 

injusta.  
 
El hecho del despido en época de emergencia económica, me ha puesto 

en una situación de debilidad manifiesta, es decir, se convirtió en un 
derecho de especial protección de carácter transitorio, y para lo cual la 

Constitución obliga a adoptar dispositivos de protección fundamentándose 

en el principio de solidaridad.  
 
En sentencia T-519 de 2003 Magistrado Ponente Marco Gerardo Monroy, 

la Corte vinculó los derechos fundamentales del derecho fundamental a 
la estabilidad laboral reforzada al principio de solidaridad. Dijo, a este 
respecto, que el derecho a la estabilidad especial reforzada, que se 

predica respecto de ciertos sujetos, “se soporta, además (…) en el 

cumplimiento del deber de solidaridad; en efecto, en estas circunstancias, 
el empleador asume una posición de sujeto obligado a brindar especial 

protección a su empleado en virtud de la condición que presenta”. La 

administración de la Alcaldía Municipal de Sabanagrande - Atlántico, en 

ningún momento evaluó ni consideró la decisión de dar por terminado el 

vínculo laboral; sino por el contrario realizó el despido dentro del periodo 
que estableció el Gobierno Nacional como emergencia económica y más 

aún en el estado de cuarentena que se encuentra el País.  

 
La Corte Constitucional en reiteradas sentencias ha manifestado que el 

derecho a la seguridad social, es un derecho fundamental y un servicio 

público cuya prestación debe asegurar el Estado; como lo establece el 



artículo 48 de la Carta Política, donde se dispone que la seguridad social 

es un derecho irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, 

que debe garantizarse a todas las personas “en sujeción a los principios 

de eficiencia, universalidad y solidaridad”. Para la Corte Constitucional la 
seguridad social es un derecho de raigambre fundamental, que debe ser 

definido de la siguiente manera: “conjunto de medidas institucionales 
tendientes a brindar progresivamente a los individuos y sus familias las 

garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que puedan 

afectar su capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos 

suficientes para una subsistencia acorde con la dignidad del ser humano” 
Así mismo nuestra carta magna en su artículo 53 establece el Mínimo 

Vital, el cual en esta época de emergencia económica se deben 

implementar todas las medidas para garantizar que las personas cuenten 

con las condiciones materiales para llevar una existencia digna, pues se 

requiere del salario para poder solventar las necesidades básicas para 

poder existir, por tanto, en tiempos del COVID-19, resulta esencial que la 
población cuente con un ingreso básico que permita la satisfacción de sus 

derechos, luego, el despido o desvinculación, sin ningún ingreso social 
alternativo sería constitucionalmente inadmisible.  

 
Por último, con relación al principio de solidaridad, contemplado en el 
artículo 95 de la Constitución Política, donde todas las personas naturales 

y jurídicas, públicas y privadas, deben implementar acciones 
humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de 

los ciudadanos, especialmente, aquellos que se encuentran en un especial 

estado de vulnerabilidad; es por ello, que en tiempo de la emergencia 
económica como consecuencia del Coronavirus, terminar una relación 
laboral o suspenderla, implica, dejar al trabajador, desprovisto de 

protección; por tanto, todas las medidas que se implementen por parte 
del Estado y empleadores deben propugnar por proteger a los ciudadanos 
de las nefastas consecuencias que ha llevado consigo este virus COVID.-

19.  

 
Con relación al principio de solidaridad el Juzgado Segundo Penal 

Municipal con funciones de conocimiento de Bucaramanga en reciente 

sentencia de fecha 31 de marzo de 2010, hizo referencia a lo expresado 

por la Corte Constitucional en sentencia C.459 de 2001 con ponencia del 

magistrado Jaime Araújo Rentería, quien dijo: “Al respecto, el itinerario 
jurisprudencial de esta Corporación ofrece significativas expresiones que 

contribuyen ampliamente a la concreción de una respuesta constitucional, 

cual es la de que nuestro ordenamiento supremo no acoge un modelo 
ético privilegiado; antes bien, sobre la base del pluralismo y del respeto 

a la diferencia las instituciones colombianas están abiertas a todas las 

posibilidades éticas, con la indefectible condición de que las potenciales 



manifestaciones éticas sean compatibles para con la existencia y 

desarrollo de los derechos fundamentales. En esta dimensión el principio 

de la solidaridad se despliega como un deber que pesa en cabeza del 

Estado y de todos los habitantes del país. Yendo en el primer caso de lo 
público hacia lo privado, a tiempo que en el segundo del núcleo familiar 

hacia el ámbito social, en una suerte de concatenaciones dialécticas que 
deben tener siempre a la persona como razón y fin último. Así las cosas: 

El deber de solidaridad del Estado ha de ser entendido como derivación 

de su carácter social y de la adopción de la dignidad humana como 

principio fundante del mismo. En virtud de tal deber, al Estado le 
corresponde garantizar unas condiciones mínimas de vida digna a todas 

las personas, y para ello debe prestar asistencia y protección a quienes 

se encuentren en circunstancias de inferioridad, bien de manera indirecta, 

a través de la inversión en el gasto social, o bien de manera directa, 

adoptando medidas en favor de aquellas personas que por razones 

económicas, físicas o mentales, se encuentren en circunstancias de 
debilidad manifiesta. Es claro que el Estado no tiene el carácter de 

benefactor, del cual dependan las personas, pues su función no se 
concreta en la caridad, sino en la promoción de las capacidades de los 

individuos, con el objeto de que cada quien pueda lograr, por sí mismo, 
la satisfacción de sus propias aspiraciones. Pero, el deber de solidaridad 
no se limita al Estado: corresponde también a los particulares, de quienes 

dicho deber es exigible en los términos de la ley, y de manera excepcional, 
sin mediación legislativa, cuando su desconocimiento comporta la 

violación de un derecho fundamental. Entre los particulares, dicho deber 

se ubica en forma primigenia en la familia, dentro de la cual cada miembro 
es obligado y beneficiario recíprocamente, atendiendo razones de 
equidad.[2] El deber de solidaridad en cabeza del Estado Social de 

Derecho es inherente a su existencia y cualificación en la esfera de 
cumplimiento de sus fines esenciales, al paso que en cabeza de los 
particulares el deber de solidaridad es exigible en los términos de ley. En 

sentir de la Corte: Es la solidaridad social, a la cual todos estamos 

obligados y que todos, al mismo tiempo, podemos esperar de los demás: 
es obligación de todos y de cada uno proceder de conformidad con esa 

solidaridad; y cada uno de nosotros, lo mismo que la comunidad entera, 

tiene el derecho a que esa solidaridad se manifieste en su defensa.[3] De 

otra parte ha sostenido esta Corporación que la solidaridad es un valor 

constitucional que en cuanto fundamento de la organización política 
presenta una triple dimensión, a saber: (i) como una pauta de 

comportamiento conforme a la cual deben obrar las personas en 

determinadas ocasiones; (ii) como un criterio de interpretación en el 
análisis de las acciones u omisiones de los particulares que vulneren o 

amenacen los derechos fundamentales; (iii) como un límite a los derechos 

propios.[4] El deber – derecho de solidaridad corre a cargo y a favor de 



cada miembro de la comunidad,[5] constituyéndose en patrón de 

conducta social de función recíproca, adquiriendo una especial relevancia 

en lo relativo a la cooperación de todos los asociados para la creación de 

condiciones favorables a la construcción y mantenimiento de una vida 
digna por parte de los mismos.[6] Por donde, la solidaridad se despliega 

como columna vertebral para la articulación de voluntades en el propósito 
común de convivencia pacífica, desarrollo socio – cultural y construcción 

de Nación. No es de extrañar la trascendencia que la solidaridad ha tenido 

a través de la historia de la humanidad, propiciando mayores grados de 

civilización y desarrollo tecnológico, al igual que proveyendo a la solución 
de las imperiosas necesidades que suelen surgir de las grandes 

catástrofes naturales, de las enfermedades, de las hambrunas, de los 

incendios y de las mismas guerras.” (Subrayado y negrillas del Juzgado). 

Conforme a todo lo anterior, y de conformidad con la Constitución Política 

que es nuestro fundamento jurídico, todas las acciones implementadas 

por el Estado y la ciudadanía deben cumplir con sus estipulaciones, por 
tanto, a pesar de encontrarnos en un Estado de Emergencia Económica, 

por ningún motivo, se pueden generar acciones que vulneren los derechos 
fundamentales ya motivados en esta acción, muchos menos por parte del 

mismo Estado. Por último, las entidades y organismos del Estado deben 
proteger y garantizar los derechos y libertades de las personas, la 
primacía de los intereses generales, la sujeción de las autoridades a la 

Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico, el 
cumplimiento de los fines y principios esenciales estatales, el 

funcionamiento eficiente y democrático de la administración y la 

observancia de los deberes del Estado y de los particulares. 
 
Según el Departamento Nacional de Estadística DANE, Para el mes 

de agosto de 2020, la tasa de desempleo del total nacional fue 16,8%, lo 
que significó un aumento de 6,0 puntos porcentuales frente al mismo mes 
del año anterior (10,8%). La tasa global de participación se ubicó en 

59,3%, lo que representó una reducción de 3,6 puntos porcentuales 

frente a agosto del 2019 (62,9%). Finalmente, la tasa de ocupación fue 
49,3%, presentando una disminución de 6,8 puntos porcentuales 

respecto al mismo mes del 2019 (56,1%). 

 

En agosto de 2020 la tasa de desempleo en el total de las 13 ciudades y 

áreas metropolitanas fue 19,6%, lo que representó un aumento de 8,2 
puntos porcentuales frente al mismo mes del año pasado (11,4%). La 

tasa global de participación se ubicó en 61,5%, lo que significó una 

reducción de 3,8 puntos porcentuales frente a agosto del 2019 (65,3%). 
Entre tanto, la tasa de ocupación fue 49,5%, lo que representó una 

disminución de 8,4 puntos porcentuales respecto al mismo mes del 2019 

(57,9%). 



https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/mercado-laboral/empleo-y-

desempleo#:~:text=Informaci%C3%B3n%20agosto%202020&text=La%20tasa%20global%20de%20partici

paci%C3%B3n,2019%20(56%2C1%25). 

 
Según lo anterior expresado por el DANE, al ser despedido por la 

administración Municipal de Sabanagrande y sobre todo mi condición de 

vulnerabilidad siendo un adulto mayor y siendo prepensionado donde voy 
a conseguir un empleo digno, que garantice el mínimo vital para mi 

familia.  

 

El reconocimiento de mi estabilidad laboral reforzada por ser 

prepensionado no es un asunto que dependa de un mandato legislativo 

particular y concreto, sino que tiene raigambre constitucional, debido a 

que dicha estabilidad opera como instrumento para la satisfacción de los 

derechos fundamentales de estos grupos poblacionales, que se verían 

gravemente interferidos por el retiro del empleo público (C. P. Gabriel 

Valbuena). 

Mi protección a un trabajo digno y en especial de mi estabilidad laboral 

conferida a quienes están próximos a consolidar el status pensional, es 

aplicable tanto a empleados en provisionalidad, como a empleados de 

libre nombramiento y remoción y de carrera, respecto de cualquier 

escenario que materialice una causal objetiva de retiro del servicio. 

 

 
PETICION 

MEDIDA PROVISIONAL 
 

De conformidad con el artículo 7 del Decreto No.2591 de 1991, “Medidas 
provisionales para proteger un derecho; y ante la necesidad de especial 

protección se sirva de manera permanente y hasta la decisión de fondo 

del asunto:  

 

PRIMERO: En aras de evitar el perjuicio con el nombramiento de otra 

persona en el mismo cargo que estaba ocupando en la Planta Global del 

Municipio de Sabanagrande – Atlántico, solicito se ORDENE 
INMEDIATAMENTE mi reintegro y/o a otro cargo similar con el fin de que 

no se vulneren los derechos fundamentales al trabajo, a la estabilidad 

laboral reforzada/relativa, a la seguridad social, al mínimo vital y al 
principio de solidaridad.  

 

SEGUNDO: La administración Municipal de Sabanagrande le correspondió 

verificar cada caso en particular a efectos de evitar que se me vulneraran 

https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/mercado-laboral/empleo-y-desempleo#:~:text=Informaci%C3%B3n%20agosto%202020&text=La%20tasa%20global%20de%20participaci%C3%B3n,2019%20(56%2C1%25).
https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/mercado-laboral/empleo-y-desempleo#:~:text=Informaci%C3%B3n%20agosto%202020&text=La%20tasa%20global%20de%20participaci%C3%B3n,2019%20(56%2C1%25).
https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/mercado-laboral/empleo-y-desempleo#:~:text=Informaci%C3%B3n%20agosto%202020&text=La%20tasa%20global%20de%20participaci%C3%B3n,2019%20(56%2C1%25).


mis derechos como empleado con 20 años de servicios y que estoy 

próximo a cumplir los requisitos exigidos para adquirir mi pensión de 

vejez. 

 

PETICIONES PRINCIPALES 
 

Con fundamento en los hechos narrados y en las consideraciones 

expuestas, respetuosamente solicito al señor Juez TUTELAR a mi favor los 
derechos constitucionales fundamentales invocados y cualquier otro del 

mismo rango que se determine como violado, ORDENÁNDO que:  

 

1.- Al Municipio de Sabanagrande, Deje sin efectos lo ordenado en el 

Decreto No.227 del 2 de septiembre de 2020, por medio del cual se 

termina mi nombramiento en provisionalidad; y en consecuencia 

ORDENAR mi reintegro a mi cargo que venía desempeñando y/o de las 
mismas condiciones en el cual me encontraba laborando por estar en 
condición de pre pensionado, esperando mi jubilación. 

2.- Se ORDENE efectuar los salarios dejados de percibir hasta el momento 
de mi reintegro.  

3.- Por encontrar en la situación a nivel mundial y nacional por la 

pandemia del COVID 19, y ser una persona mayor de edad y en esta 
situación de vulnerabilidad para conseguir un empleo y poder llevar el 
sustento a mi familia, quedo en una situación de mucha vulnerabilidad 

para cubrir mis obligaciones en mi hogar y mi esposa se encuentra sin 

trabajo desde hace varios años y yo soy el sustento de mi hogar. 

 
 

MEDIOS DE PRUEBAS 

 
- Constitución política de 1991- la cual puede ser consultada en la 

página de la Presidencia de la Republica  

- Decreto 417 del 17 de marzo del 2020, el cual puede ser consultada 
en la página de la Presidencia de la República. 

- Decreto 457 del 22 de marzo de 2020, por el cual se imparten 

instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generadas por la 

pandemia del Coronavirus COVID 19 y el mantenimiento del orden 
público. 

- Decreto 488 del 27 de marzo del 2020, el cual puede ser consultada 

en la página de la Presidencia de la Republica.  

- Ley 1636 de 2013, creó el Mecanismo de Protección al Cesante con el 
fin de mitigar los efectos del desempleo que enfrentan los trabajadores, 



relacionados principalmente con la disminución de los ingresos 

económicos de los trabajadores y sus familias.  

- Decreto 491 de 2020, Por el cual se adoptan medidas de urgencia 

para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de 
las autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas 

y se toman medidas para la protección laboral y de los contratistas de 
prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado 

de Emergencia Económica, Social y Ecológica  

- Decreto 1168 de 25 de agosto de 2020,  Por el cual se imparten 

instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la 
pandemia del Coronavirus COVIO - 19, y el mantenimiento del orden 

público y se decreta el aislamiento selectivo con distanciamiento 

individual responsable.  

- Departamento Nacional de Estadística DANE, Estadísticas de 

desempleo en Colombia durante el covid 19, para el año de 2020 

- Decreto No.015 del 08 de febrero de 2000, por medio del cual se 
realizó mi nombramiento en provisionalidad.  

- Acta de posesión. 
- Decreto No.227 del 2 de septiembre de 2020, por medio del cual 

se termina mi nombramiento en provisionalidad.  
- Oficio THS-160-183-20 de fecha 22 de septiembre de 2020. 
- Resolución No. 200 de 11 de agosto de 2020. 

- Fotocopia de mi cédula de ciudadanía.  
- Fotocopia cedula de ciudadanía de mi esposa.  

 

 
JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que por los mismos hechos y 
derechos, no he presentado petición similar ante ninguna autoridad 
judicial. 

 

NOTIFICACIONES 

Le manifiesto que recibiré notificaciones en mi lugar de residencia ubicada 

en la Calle 4 No. 9 – 16, Barrio: Centro de Sabanagrande - Atlántico, 

teléfono celular 313 – 5020409, correo electrónico: 

mgiovannetti08@hotmail.com y hegidu@hotmail.com 

 

Al representante legal de la Alcaldía de Sabanagrande – Atlántico, señor 

GUSTAVO DE LA ROSA BERDEJO o quien haga sus veces, dirección: 

Carrera 7 No. 5 - 10 del Municipio de Sabanagrande, teléfonos: (57+5) 

8712584 – 8791630 – 8712838.  

mailto:mgiovannetti08@hotmail.com


– Sabanagrande, correo electrónico para notificaciones judiciales: 

notificacionjudicial@sabanagrande-atlantico.gov.co 

-  Sabanagrande, correo electrónico para contactos:  

contactenos@sabanagrande-atlantico.gov.co 
 

Correo Electrónico de Oficina Judicial para presentación de Demandas 
demandasbquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co 

A partir del levantamiento de términos, estará habilitado el aplicativo web 

“recepción de tutelas y Habeas Corpus en línea” en la siguiente dirección 

web como único portal para realizar el trámite: 
 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/tutelasenlínea 

ofjudba@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Del señor Juez  

 

Atentamente, 

 
ADALBERTO RAMÓN GIOVANNETTI DURAN,  
C.C. No. 3.753.410 expedida en Sabanagrande (Atlántico) 
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